
Santiago, cuatro de octubre de dos mil veinticuatro. 

Vistos:

En autos  caratulados  SERNAPESCA con CERMAQ Chile  S.A ,“ ”  

n mero de rol 317-2021, seguidos ante el Juzgado de Letras, Garant a yú í  

Familia  de Puerto Ays n,  por  sentencia de dieciocho agosto de dos  milé  

veintid s, se acogi  la denuncia y se conden  a la empresa Cermaq Chile S.ó ó ó  

A, como autor de la infracci n a la Ley General de Pesca y Acuicultura yó  

dem s  normativa  pertinente,  al  pago  de  una  multa  de  80  unidadesá  

tributarias mensuales vigente a la fecha de su soluci n, que deber  enteraró á  

en la Tesorer a Comunal respectiva, dentro del plazo de diez d as contadosí í  

desde que quede ejecutoriada, y de no hacerlo ser  apremiada con arrestoá  

en la forma dispuesta en el N  10 del art culo 125 de la citada Ley, y si noº í  

tuviere bienes para satisfacerla, sufrir  la pena de reclusi n, regul ndose uná ó á  

d a  por  cada  unidad  tributaria  mensual,  sin  que  pueda  exceder  de  seisí  

meses; la que la Corte de Apelaciones de Coyhaique, por sentencia de once 

de mayo de dos mil veintitr s, la confirm  con declaraci n de rebajarla alé ó ó  

equivalente de 50 de esas unidades.

La  parte  denunciada  dedujo  recurso  de  casaci n  en  el  fondo  enó  

contra de dicha resoluci n, acusando la vulneraci n de las normas que cita,ó ó  

y solicita se lo acoja y se la anule, acto seguido y sin nueva vista, se dicte la 

de reemplazo que describe.

Se trajeron los autos en relaci n.ó

Considerando:

1  Que la recurrente sostiene, en primer lugar, que se infringi  lo que° ó  

disponen los art culos 87 qu ter y 122,  y, en segundo lugar, lo previsto ení á  

los art culos 81 inciso final, 86 inciso final y 118, de la Ley General deí  

Pesca y Acuicultura, porque fue sancionada por un hecho que escapa a su 

responsabilidad,  pues  los  muestreos  fueron  encargados  por  expreso–  

mandato normativo- a un tercero certificado por el denunciante, entidad 

ajena e independiente, la que, por cierto, acept  el error en que incurri ;ó ó  

precisando los t rminos de la denuncia formulada en su contra y de losé  

descargos que efectu , y el tenor de la sentencia que impugna.ó

En  relaci n  al  primer  error  de  derecho,  afirma  que  se  aplicaronó  

err neamente los art culos 87 qu ter y 122 letra k), por cuanto la hicieronó í á  
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responsable de la labor de un tercero experto a quien se le encomend  unaó  

verdadera funci n p blica, con el aval de SERNAPESCA, desconoci ndoseó ú é  

las obligaciones que pesan sobre las entidades privadas coadyuvantes de la 

fiscalizaci n. En efecto, el art culo 122 letra k) establece que la fiscalizaci nó í ó  

del cumplimiento de las disposiciones de la ley, sus reglamentos y medidas 

de administraci n pesquera adoptadas por la autoridad, ser  ejercida por losó á  

funcionarios del Servicio y personal de la Armada y de Carabineros, seg nú  

corresponda a la jurisdicci n de cada una de las instituciones, lo que implicaó  

que el fiscalizador natural en materias de acuicultura es el Servicio, lo que 

se ve reforzado respecto de la  presencia de enfermedades  por diferentes 

normas  reglamentarias  que  cita,  y  conforme a  dicho contexto,  el  inciso 

tercero del art culo 122 se refiere a sus muchas y diversas facultades para elí  

ejercicio de su funci n fiscalizadora.ó

Trat ndose de las entidades privadas coadyuvantes de la fiscalizaci n,á ó  

la letra k) del referido art culo se ala que en el ejercicio de esa funci ní ñ ó  

estar  facultado para llevar un registro de las personas naturales o jur dicasá í  

acreditadas  para  elaborar  los  instrumentos  de  evaluaci n  ambiental  yó  

sanitaria,  como  las  certificaciones  de  que  trata  la  ley  en  los  casos  que 

corresponda,  o  los  reglamentos  dictados  conforme  a  ella;  debiendo 

establecerse los requisitos t cnicos y financieros que deben cumplir, con elé  

fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones, las 

normas relativas a su cumplimiento y las garant as que deber n rendir paraí á  

su correspondiente inscripci n. Adem s, indica que los inscritos tienen laó á  

obligaci n  de  remitir  al  Servicio  copia  fidedigna  de  los  instrumentosó  

elaborados  dentro  del  plazo  de  cinco  d as,  contado  desde  su  emisi n,í ó  

suspendi ndolos del registro, hasta por un plazo de cinco a os, a quienesé ñ  

pierdan uno o m s de los requisitos establecidos para la inscripci n, o siá ó  

incumplen con las obligaciones legales y reglamentarias, en los casos que el 

reglamento  establezca,  y  se  los  eliminar  del  registro  si   elaboran  losá  

instrumentos sin someterse a los procedimientos y metodolog as establecidasí  

al efecto por la normativa vigente o entreguen informaci n falsa;  que laó  

suspensi n o eliminaci n del registro afectar  a la persona jur dica y a susó ó á í  

socios  personalmente  considerados,  quienes  no  podr n  inscribirse  por  elá  

mismo plazo  de la  eliminaci n,  ya  sea  directamente  o a  trav s  de otraó é  
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persona jur dica de la que formen parte; y que la inscripci n en el registroí ó  

tendr  una vigencia de tres a os y podr  ser renovada a petici n de losá ñ á ó  

interesados. 

Entonces,  se  advierte  la  existencia  de  sujetos  privados  personas–  

jur dicas o naturales- que, previa acreditaci n del Servicio, entran al registroí ó  

que  les  permite  elaborar  los  instrumentos  de  evaluaci n  ambiental  yó  

sanitaria, as  como las certificaciones de que trata la ley o los reglamentosí  

dictados conforme a ella; participaci n que no es facultativa, pues el art culoó í  

87 qu ter la hace obligatoria al disponer que los instrumentos de evaluaci ná ó  

ambiental y sanitaria, as  como las certificaciones que se requieran por losí  

reglamentos establecidos en los art culos 12, 86, 87, 87 bis y 90 bis deber ní á  

ser elaborados por las personas naturales o jur dicas inscritas en el registro aí  

que se refiere el art culo 122, letra k). Pues bien, el art culo 86 es del cual seí í  

deriva tanto el Reglamento Sanitario dictado sobre la materia,  aprobado 

por Decreto 319, de 24 de agosto de 2001, como la habilitaci n del Servicioó  

para dictar programas generales y espec ficos, esto es, justamente las normasí  

infralegales en las que se sustenta la infracci n imputada. As , correspondeó í  

concluir que toda certificaci n que requiera el Reglamento o los programasó  

dictados por el Servicio deben hacerse a trav s de estas entidades privadasé  

avaladas por el fiscalizador p blico. ú

En efecto,  el  art culo  22 F del  Reglamento le  permite  al  Servicioí  

exigir la intervenci n de un certificador de la calidad sanitaria respecto a laó  

ejecuci n de programas de vigilancia epidemiol gica (letra a), para lo cualó ó  

debe  tomar  muestras  para  an lisis  de  laboratorio  de  acuerdo  a  lo  queá  

establezca un programa sanitario general, por lo tanto, es el Servicio quien 

determina la necesidad del productor o titular de requerir dichas labores a 

los externos; conclusi n a la que tambi n se arriba respecto del Programaó é  

de Vigilancia del virus ISA, en cuyo punto 8.8. sostiene que los muestreos 

de los centros de cultivo con Salm n del Atl ntico deber n ser realizadosó á á  

por  un  certificador  de  la  condici n  sanitaria  incorporado  en  el  registroó  

establecido de conformidad con lo dispuesto en el art culo 122 letra K de laí  

Ley; sin perjuicio de lo anterior, en casos fundados podr  autorizar a losá  

veterinarios  de los  centros  de cultivo para realizar  los  muestreos,  previo 

an lisis de los antecedentes correspondientes, en cuyo caso, el procedimientoá  
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deber  ser supervisado por un funcionario del Servicio; y en el caso de otrasá  

especies  susceptibles,  el  muestreo  podr  ser  realizado  por  el  m dicoá é  

veterinario  del  centro  de  cultivo  o  por  un  certificador  de  la  condici nó  

sanitaria.  Por  su  parte,  las  muestras  deber n  ser  analizadas  por  uná  

laboratorio  de  diagn stico  registrado  por  el  Servicio,  por  lo  tanto,  losó  

titulares est n impedidos de realizar las certificaciones por su cuenta, puesá  

deben recurrir a alguna de las entidades que formen parte del registro que 

lleva el Servicio para realizar cualquier certificaci n sanitaria requerida poró  

los  reglamentos  cuya delegaci n  normativa  se  encuentra  en los  art culosó í  

se alados; lo que es m s cierto  respecto del Programa de Vigilancia delñ á  

virus ISA pues lo indica expresamente.

Respecto  de  la  certificaci n  por  privados,  afirma,  es  una  t cnicaó é  

regulatoria extendida en el ordenamiento, que aliviana la carga fiscalizadora 

del Estado a trav s del ejercicio de privados que, previamente acreditadosé  

por  la  entidad  p blica  competente,  dan  fe  del  cumplimiento  de  ciertasú  

condiciones de un producto, proceso o establecimiento; y por la acreditaci nó  

el  Estado garantiza  y  reconoce  la  competencia  t cnica,  independencia  eé  

idoneidad  moral  de  una  entidad  privada  para  realizar  las  tareas  que 

encomienda el ordenamiento. 

Conforme dicho contexto,  imputar  una infracci n  al  titular  de unó  

centro de cultivo de salm nidos por un error comprobado de una entidadó  

de  certificaci n  de  condici n  sanitaria,  significa  justamente  romper  laó ó  

relaci n  de  confianza  que  sirve  de  base  al  sistema,  trasladando  laó  

responsabilidad del sujeto realmente infractor a un sujeto que ha cumplido 

con  todas  las  exigencias  normativas;  pues,  como se  se al ,  el  deber  deñ ó  

efectuar los muestreos en el marco del Programa de Vigilancia del virus ISA 

recae en las entidades certificadoras, una vez encomendadas por el titular, y, 

en lo concerniente a los muestreos en el marco del Programa de Vigilancia 

del  virus  ISA, la  Res.  Ex. N  1577,  en su punto 8.12.5.,  exige que los°  

centros calificados como sospechosos  muestreen todas sus jaulas, lo que no“ ”  

ocurri  en la especie; pero, CERMAQ estaba impedido de realizarlos por só í 

solo,  dado  que  el  referido  Programa  nace  de  las  potestades  normativas 

infralegales que el art culo 86 de la Ley asegura al Servicio, y el art culo 87í í  

qu ter  se ala  que  las  certificaciones  sanitarias  que  se  requieran  deá ñ  
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conformidad  al  art culo  86  (entre  otros)  deben  ser  elaboradas  por  lasí  

personas naturales  o jur dicas  inscritas  en el  registro a que se refiere  elí  

art culo 122, letra k).í

A ade que el Decreto Supremo N 15, de 14 de enero de 2011, queñ °  

aprob  el Reglamento del Registro de Personas Acreditadas para Elaboraró  

los  Instrumentos  de  Evaluaci n  Ambiental  y  Sanitaria,  as  como  lasó í  

certificaciones de que trata la Ley General de Pesca y Acuicultura o los 

reglamentos  dictados  conforme  a  ella,  establecen  las  exigencias  y 

obligaciones que deben satisfacer los certificadores, con un claro nfasis ené  

su independencia, registro que se asocia a las facultades fiscalizadoras del 

Servicio, pues las entidades privadas inscritas son coadyuvantes, y releva lo 

dispuesto en su art culo 25, que se refiere a las  obligaciones que debení  

cumplir las personas inscritas en el registro, especialmente, lo establecido en 

sus  letras  b)  y  f),  que  exige  que  deben  garantizar  su  independencia  e 

imparcialidad  para  realizar  las  evaluaciones  ambientales,  sanitarias  o 

certificaciones.

Pues bien, la denuncia que el Servicio formul  radica en la supuestaó  

falta  de  diligencia  en  asegurar  y  proveer  los  medios  necesarios  para  el 

manejo  de  la  condici n  sanitaria  de  la  concesi n,  al  no  desplegar  lasó ó  

acciones y/o gestiones necesarias,  id neas y obligatorias  para asegurar laó  

realizaci n del muestreo, imputaci n que carece de cualquier asidero dadoó ó  

que la nica obligaci n de CERMAQ era la de contratar a una entidadú ó  

privada  de  fiscalizaci n,  quedando,  una  vez  encomendada  la  tarea  deó  

muestreo, totalmente impedida de inmiscuirse en la funci n del certificadoró  

so pena de afectar la independencia de su trabajo.

Por otro lado, la letra f) del art culo 25 establece la obligaci n de estasí ó  

entidades de utilizar, en el desempe o de sus funciones, las metodolog asñ í  

establecidas  por  la  normativa  vigente,  lo  que  permite  colegir  que  la 

responsabilidad  sobre  la  ejecuci n  de  las  actividades  de  certificaci n,ó ó  

muestreo o an lisis recae sobre la entidad certificadora y no sobre el titulará  

que  encomienda  la  tarea.  Adem s,  cualquier  incumplimiento  a  lasá  

obligaciones dispuestas en el art culo 25 incluidas las de independencia yí –  

de sujeci n a las metodolog as- conforma una infracci n sancionable por eló í ó  

Servicio, como ya se dijo. Por lo tanto, si la metodolog a establecida para elí  
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caso de centros calificados de sospechosos  de virus ISA exige el muestreo“ ”  

de todas las jaulas, el hecho de no haberse tomado muestras por parte de la 

entidad privada certificadora en tres de ellas constituye un desapego a esos 

protocolos  y  metodolog a,  configurando  alguna  de  las  causales  deí  

suspensi n. Lo anterior lleva a concluir que detectado y reconocido el erroró  

por  parte  del  certificador  de  ETECMA,  Sr.  Alexis  Cifuentes,  no 

correspond a  aplicar  sanci n  alguna  a  CERMAQ,  sino  que  a  l,  puesí ó é  

incumpli  el Programa.ó

El  segundo  yerro  de  derecho  que  se  le  atribuye  a  la  sentencia 

impugnada se funda en la err nea aplicaci n de los art culos 81 inciso final,ó ó í  

86 inciso final y 118 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, por ampliar 

improcedentemente el deber regulatorio que reca a en CERMAQ, que seí  

satisface con la contrataci n de una entidad de muestreo registrada ante eló  

Servicio;  y  se  afirma  que  no  toda  la  responsabilidad  por  infracciones 

regulatorias suscitadas con vinculaci n a una concesi n de acuicultura sonó ó  

de cargo de su titular, destacando que la sentencia de primer grado aterriza 

las obligaciones legales se aladas en el art culo 21 ter del Reglamento, queñ í  

expresa que los titulares de los centros de cultivo deber n dar cumplimientoá  

a las medidas generales y espec ficas establecidas para dichos centros y lasí  

dispuestas  en  los  programas  sanitarios  generales  y  espec ficos  que  seaní  

aplicables a las diversas actividades a que refiere, y recurre al silogismo: 1° 

si  el  Programa de  Vigilancia  del  virus  ISA exige  que,  para  los  centros 

calificados como sospechosos ,  se tomen muestras de la totalidad de las“ ”  

jaulas del referido centro de cultivo; y 2  constituye una obligaci n asociada° ó  

a una concesi n de acuicultura proveniente del Reglamento, v a art culo 21ó í í  

ter  de  dicha  reglamentaci n;  entonces,  3  el  titular  del  centro  es  eló °  

responsable por el d ficit en la toma de los muestreos.é

Sin embargo, es errado debido a que extiende la responsabilidad de 

los titulares de los centros de cultivo a toda obligaci n que pueda teneró  

vinculaci n  con  la  concesi n,  sin  importar  que  en  el  negocio  acu colaó ó í  

convivan otros sujetos que tambi n tienen obligaciones y responsabilidades.é  

As , para que realmente se configure la responsabilidad, en este caso, debeí  

haberse incumplido una obligaci n que la normativa le haya impuesto y noó  

a un tercero.
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En efecto, existen dos obligaciones complementarias, una de cargo del 

titular  del  centro  y  la  otra  del  certificador  experto;  cuesti n  que  tieneó  

justificaci n al notarse que el art culo 118 resulta aplicable no solo a quienó í  

ejerce actividades de acuicultura, sino que a cualquiera que realice alguna 

otra actividad sometida a los reglamentos, perfectamente compatible con la 

responsabilidad  de  los  certificadores  de  la  condici n  sanitaria  cuyasó  

obligaciones  constan  justamente  en  el  Reglamento;  idea  que  fluye 

justamente del art culo 21 ter del Reglamento que le exige a los titularesí  

que den cumplimiento a las medidas dispuestas en los programas sanitarios 

generales  y espec ficos  que sean aplicables  a las  diversas  actividades  queí  

trata. Es decir, no impone una responsabilidad vicaria de tipo objetiva, sino 

que entiende que deber n responder de las infracciones aquellas a los queá  

les sea aplicable, seg n su actividad, y la obligaci n de CERMAQ no eraú ó  

realizar los muestreos conforme a la metodolog a y protocolos dictados porí  

el Servicio cuesti n aplicable al Sr. Cifuentes, Certificador de la Condici n– ó ó  

Sanitaria, dependiente de ETECMA- sino que su deber a lo sumo- era el–  

encargar esas labores a una entidad registrada y acreditada, tal como se 

desprende de las normas del Programa de Vigilancia del Virus ISA citadas 

como infraccionadas.

Como se ha se alado, el muestreo debi  realizarse en todas las jaulas,ñ ó  

pero es menester adentrarse en un concepto clave pasado por alto por la 

sentencia recurrida: el de muestreo oficial , concepto que la Res. Ex. N“ ” ° 

1577 solo usa para referirse a la exigencia respecto de centros sospechosos 

(8.10.5,  8.11.5  y 8.12.5)  y  que  no tiene una definici n  en  el  programaó  

mismo. Con todo, conforme al Reglamento aparece este muestreo oficial“ ” 

como un deber del Servicio (no del titular) que consiste en una herramienta 

vinculada a otro concepto m s amplio, el de investigaci n oficial , que noá “ ó ”  

es otra cosa que el procedimiento que debe implementar cuando existan 

hallazgos o aparici n de enfermedades nuevas o peligrosas, de conformidadó  

al art culo 9 A del Reglamento.í °

Dentro de este contexto de la investigaci n oficial, el art culo 9 C deló í °  

Reglamento advierte que el Servicio realizar  un muestreo oficial del centroá  

afectado y, si se estima necesario, de las poblaciones de especies silvestres, 

de acuerdo a los procedimientos de muestreo descritos en el Manual de 
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Diagn stico para Enfermedades de Animales Acu ticos de la OIE que seó á  

encuentre vigente a esa fecha o aquellos  que el  Servicio establezca.  Las 

muestras ser n enviadas a un laboratorio de referencia o, en su defecto, aá  

un laboratorio  de diagn stico contratado por el  Servicio conforme a lasó  

disposiciones de la Ley N  19.886 y su reglamento o la normativa que laº  

reemplace.

Lo anterior hace concluir que la obligaci n de muestrear oficialmenteó  

establecida en el punto 8.12.5. no est  dirigida a CERMAQ, sino que alá  

Servicio,  nica  entidad  habilitada  para  realizarlo.  Sin  embargo,  en  elú  

entendido que el sistema regulatorio acu cola ha recurrido a la t cnica deí é  

las  certificaciones,  por  medio  de  las  cuales  una  entidad  privada  puede 

acreditar  la  conformidad de un sujeto regulado con el  ordenamiento,  el 

muestreo  oficial  lo  realiza  una  de  las  personas  jur dicas  o  naturalesí  

registradas conforme al art culo 122 letra k), por expresa disposici n delí ó  

art culo 87 qu ter, de la Ley. As  las cosas, CERMAQ no est  obligado aí á í á  

efectuar esos muestreos por s , sino que su deber regulatorio se extiende soloí  

hasta la solicitud de efectuar ese muestreo oficial al Servicio, lo que hizo, 

como se se al .ñ ó

En lo sucesivo, todo lo relativo a la correcta ejecuci n de las laboresó  

de muestreo encomendadas al tercero experto, son de su responsabilidad, lo 

que se colige de la obligaci n contenida en la letra f) del art culo 25 deló í  

Reglamento del Registro, que ordena a las entidades registradas a utilizar, 

en  el  desempe o  de  sus  funciones,  las  metodolog as  establecidas  por  lañ í  

normativa vigente.

Entonces, existe una manifiesta infracci n de ley cuando se estima queó  

resulta aplicable el inciso final del art culo 81 para sancionar los hechos,í  

cuando resulta claro que no se est  frente a una obligaci n que la ley oá ó  

reglamentos  imponga  al  titular  o  de  quien  tenga  un  derecho  sobre  la 

concesi n que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ella, sinoó  

que se trata de obligaciones aplicables a las certificadoras acreditadas de 

conformidad al art culo 122 letra k). Lo mismo ocurre con los art culos 86,í í  

inciso final, y 118, que reiteran las f rmulas sancionatorias a los titulares,ó  

pero  siempre  respecto  del  incumplimiento  de  obligaciones  que  el 

ordenamiento les  impone y no en terceros independientes.  La incorrecta 
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interpretaci n que sustenta la multa impuesta vulnera los presupuestos m só á  

b sicos de la confianza leg tima y certeza jur dica, y, adem s, lo fue por elá í í á  

obrar deficiente de un tercero independiente.

Todo  se  traduce  en  una  lesi n  del  principio  de  protecci n  a  laó ó  

confianza  leg tima  y  a  la  seguridad  o  certeza  jur dica.  El  principio  deí í  

seguridad o certeza jur dica se encuentra reconocido en el art culo 19 N  26í í °  

de  la  Constituci n  Pol tica  y  garantiza  la  confianza  que  los  ciudadanosó í  

pueden tener en la observancia y el respeto de las situaciones derivadas de 

la aplicaci n de normas v lidas y vigentes. La confianza leg tima, en tanto,ó á í  

supone el  amparo  que  debe  dar  la  judicatura  al  ciudadano frente  a  la 

Administraci n  P blica,  la  que ha venido actuando de una determinadaó ú  

manera, en cuanto lo seguir  haciendo de esa misma manera en lo sucesivoá  

y  bajo  circunstancias  (pol ticas,  sociales,  econ micas)  similares.  De  esteí ó  

modo,  el  ordenamiento  est  enfocado  en  la  necesidad  de  proteger  alá  

interesado  respecto  de  las  condiciones  otorgadas  por  el  Estado  para  el 

desarrollo de una actividad econ mica. ó

Luego,  se ala  c mo los  errores  de derecho acusados influyeron deñ ó  

manera substancial en la parte dispositiva de la sentencia impugnada, pues 

ya sea que se hubieren aplicado correctamente las  normas que rigen la 

labor de las certificadoras de la condici n sanitaria y de las entidades deó  

muestreo -art culos 87 qu ter y 122 letra k) de la Ley que regula la materia-í á  

y/o  las  fronteras  de  las  obligaciones  regulatorias  que  deb a  satisfacerí  

CERMAQ establecidas en los art culos 81 inciso final, 86 inciso final y 118í  

de la misma, se la habr a exonerado de toda responsabilidad infraccional.í

Solicita,  en  definitiva,  se  acoja  el  recurso  y  se  anule  la  sentencia 

impugnada, acto seguido y sin nueva vista, se dicte una de reemplazo que la 

libere de toda responsabilidad, dejando sin efecto la multa impuesta;

2  Que la sentencia impugnada tuvo por establecidos los siguientes°  

hechos:

-El 4 de diciembre de 2019 se notific  al centro de cultivo encontrarse enó  

categor a de sospechoso a Virus ISA.í

-En el primer muestreo quincenal, practicado el 21 de diciembre de 2019, 

no fueron consideradas todas las jaulas, atendido que no se incluyeron las 

signadas 105,106 y 107.
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-El muestreo fue realizado por el Sr. Alexis Cifuentes, m dico veterinario yé  

Certificador de la Condici n Sanitaria del Laboratorio ETECMA.ó

-El hecho no trajo aparejado da o de tipo ambiental, sanitario o econ mico,ñ ó  

y los muestreos futuros practicados al centro de cultivo lo cambiaron de 

categorizaci n  y,  posterior  a  los  hechos,  se  comenz  a  trabajar  con  unó ó  

laboratorio distinto.

Luego,  se ala  queñ  seg n  el  Programa  Sanitario  Espec fico  deú í  

Vigilancia  y Control  de la  Anemia Infecciosa del  Salm n (PSEVC-ISA),ó  

punto 7.1 letra c): Se considerar  como sospechoso del virus ISA a los“ á  

centros  de  cultivo  que  cumplan,  al  menos,  con  una  de  las  siguientes 

condiciones:  Hayan  recibido  peces  vivos  desde  un  centro  confirmado  o 

sospechoso, en los casos en que, conforme a la normativa, est  permitido eseé  

traslado.  Los  centros  sospechosos  que mantengan peces  conservar n  estaá  

condici n hasta que el Servicio determine un cambio en su situaci n, a laó ó  

luz  de  los  antecedentes  del  presente  programa.  Luego  de  45  d as  siní  

detectarse nueva positividad al virus ISA en los muestreos sucesivos, seg nú  

lo  establecido  en  los  numerales  8.10.5,  8.11.5  y  8.12.5  del  presente 

programa,  el  centro  dejar  la  categor a  de  sospechoso  y  quedar  ená í á  

vigilancia, por al menos, 12 meses ; que el Decreto Supremo N  319, de” º  

2001,  que  aprob  el  Reglamento  de  Medidas  de  Protecci n,  Control  yó ó  

Erradicaci n  de  Enfermedades  de  Alto  Riesgo  para  las  Especiesó  

Hidrobiol gicas,  precept a  en  su  art culo  86,  inciso  tercero  que:  Losó ú í “  

procedimientos espec ficos y las metodolog as de aplicaci n de las medidasí í ó  

antes  se aladas  ser n  establecidos  mediante  programas  generales  yñ á  

espec ficos dictados por resoluci n del Servicio , y en base a lo dispuesto ení ó ”  

los art culos 10 y siguientes, se dict  la Resoluci n Exenta N  1577/2011,í ó ó º  

que “Establece Programa Sanitario Espec fico de Vigilancia y Control de laí  

Anemia  Infecciosa  del  Salm n  (PSEVC-ISA) ,  y  el  art culo  ó ” í 21  bis  del 

referido  Decreto  Supremo  dispone  que  Los  titulares  de  los  centros  de“  

cultivo  deber n  dar  cumplimiento  a  las  medidas  generales  y  espec ficasá í  

establecidas en el presente reglamento para dichos centros y las dispuestas 

en  los  programas  sanitarios ;  que,  en  este  mismo  sentido,  el  Decreto”  

Supremo N  129/2013, Reglamento para la Entrega de Informaci n deº “ ó  

Pesca y Acuicultura y la Acreditaci n de Origen , en el Punto 1  estableceó ” º  
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que su objetivo propende a la detecci n temprana del Virus ISA y el controló  

oportuno de la enfermedad y en el  Punto 2  expresa que su mbito deº á  

aplicaci n  abarca  las  actividades  de  cultivo  de  peces  susceptibles  a  laó  

enfermedad,  entre  otros,  el  Punto  N  8  que  la  Anemia  Infecciosa  delº  

Salm n  ser  objeto  de  vigilancia  activa  en base  al  riesgo,  diferenciandoó á  

entre especies y los antecedentes del centro y la zona en que se ubica, y que 

la  vigilancia  se  realizar  mediante  la  toma  de  muestras  y  su  posteriorá  

an lisis, cuyos resultados dan lugar a la clasificaci n de los centros. Debidoá ó  

a la categorizaci n como centro sospechoso este mismo debe realizar unó  

seguimiento a trav s de una serie de muestreos, los cuales deben llevarse aé  

cabo seg n lo indicado en el punto 8.12.5: En los centros sospechosos, seú “  

deber  realizar un muestreo oficial de todas sus jaulas, en un plazo m ximoá á  

de 48 horas contado desde la notificaci n, considerando un m nimo de 3ó í  

peces por jaula. Aquellas jaulas que no sean diagnosticadas como positivas 

al virus ISA, deber n ser muestreadas y analizadas quincenalmente a fin deá  

monitorear su condici n respecto del virus. El tama o muestreal deber  seró ñ á  

como m nimo de 3 peces por jaula, con un m nimo total de 30 peces porí í  

especie. Esta frecuencia de muestreo se mantendr  por un periodo m nimoá í  

de 48 d as,  transcurridos los  cuales,  si  no se  detectan nuevos  resultadosí  

positivos se retomar  la frecuencia de muestreo de vigilancia. ; y que debidoá ”  

a  que  la  conducta  infraccional  fue  ocasionada  involuntariamente  por  la 

denunciada, por error de un tercero que deb a realizar los muestreos, lo queí  

implic  que no se efectu  el muestreo conforme lo dispuesto en los puntosó ó  

7.1,  letra  c),  8.8,  8.10.5,  8.11.5  y  8.12.5  de  la  Resoluci n  Exentaó  

1577/2011,  pues  le  faltaron  jaulas  que  dada  la  exigencia  de  la 

categorizaci n  de  sospechoso  del  citado  centro,  se  la  eximi  de  laó ó  

responsabilidad total respecto de la conducta constitutiva de la infracci n,ó  

dada su calidad de titular del centro, por lo que sin perjuicio de haber 

incurrido en la infracci n, se consider  su defensa como atenuante de suó ó  

conducta y se aplic  la multa en su tramo inferior. Adem s, se tuvo presenteó á  

para la regulaci n de la sanci n la extensi n del da o causado, por cuantoó ó ó ñ  

no  trajo  aparejado  uno  ambiental,  sanitario,  ni  econ mico,  y,ó  

posteriormente,  el  centro  tr nsito  dado  los  resultados  en  los  muestreosá  

futuros cambi  de categor a a centro en vigilancia y comenz  a trabajar conó í ó  
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un laboratorio distinto; conforme lo dispuesto, adem s, en los art culos 81,á í  

118 y 125 de la Ley General de Pesca y Acuicultura; 

3  Que  la  Ley  N  18.892,  denominada  Ley  General  de  Pesca  y° °  

Acuicultura,  somete  a  la  soberan a  del  Estado  de  Chile  a  los  recursosí  

hidrobiol gicos y a sus ecosistemas, lo que implica que tiene el derecho aó  

regular la exploraci n, la explotaci n, la conservaci n y la administraci n deó ó ó ó  

aquellos; debiendo entenderse por recursos hidrobiol gicos, seg n el art culoó ú í  

2, n mero 17, aquellas especies hidrobiol gicas sobre las cuales se orienta enú ó  

forma  habitual  y  principal  el  esfuerzo  pesquero  de  una  flota  en  una 

pesquer a o en una unidad de pesquer a determinada, o aquellos organismosí í  

en cualquier fase de desarrollo- que tengan en el agua su medio normal o–  

frecuente  de  vida,  y  que  se  caracterizan  porque son susceptibles  de  ser 

aprovechados  por  el  hombre;  por  lo  tanto,  no  obstante  ser  recursos 

naturales de propiedad privada que se adquieren por el modo de adquirir el 

dominio  ocupaci n,  para  su  uso  y  aprovechamiento  se  requiere  unaó  

autorizaci n  de  la  autoridad  pertinente,  esto  es,  una  concesi n  deó ó  

acuicultura, que, conforme el art culo 2, n mero 12, de la Ley N  18.892,í ú °  

es el acto administrativo mediante el cual el Ministerio de Defensa Nacional 

otorga a una persona los derechos de uso y goce, por el plazo de 25 a osñ  

renovables  sobre  determinados  bienes  nacionales,  para  que  realice 

actividades  de  acuicultura,  que  consiste,  seg n la  letra  c)  de  la  referidaú  

disposici n,  en  aquella  que  tiene  por  objeto  la  producci n  de  recursosó ó  

hidrobiol gicos organizada por el hombre.ó

Pues bien, el art culo 107 regla, de manera general, la intervenci ní ó  

humana,  al  se alar  que:  ñ “Proh bese  capturar,  extraer,  poseer,  propagar,í  

tener, almacenar, transformar y comercializar recursos hidrobiol gicos conó  

infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos o de las  

medidas  de administraci n  pesquera  adoptadas  por  la  autoridadó ”,  y,  en 

particular,  el  art culo  118  indica  que:  í “El  que  ejerciera  actividades  de  

acuicultura  a  cualquier  t tulo  u otras  de las  actividades  sometidas  a  losí  

reglamentos establecidos de conformidad con los art culos 86 y 87 y noí  

adoptare las medidas de protecci n dispuestas en ellos o en los programasó  

sanitarios dictados por resoluci n del Servicio, de conformidad con dichosó  

reglamentos  ser  sancionado  con  una  multa  de  50  a  3.000  unidadesá  
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tributarias mensuales. Si la infracci n se refiere al incumplimiento de lasó  

medidas de protecci n dispuestas en los art culos 88 o 90, la sanci n seró í ó á  

una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales .”

A  su  vez, trat ndose  de  las  concesiones  y  autorizaciones  deá  

acuicultura, el inciso final del art culo 81, prescribe:  í Las obligaciones e“  

infracciones de que tratan esta ley y sus reglamentos ser n de cargo delá  

titular  o  de  quien  tenga  un  derecho  sobre  la  concesi n  que habilite  eló  

ejercicio de la actividad de acuicultura en ella. En ambos casos se estar  aá  

la inscripci n en el Registro de Concesiones vigente a la fecha de hacerseó  

exigible la obligaci n o la comisi n de la infracci n, seg n correspondaó ó ó ú ”, y 

el  art culo  86,  por  su  parte,  establece  que  la  autoridad  pertinente  estí á 

facultada  para  dictar  un  reglamento  que  establezca  las  medidas  de 

protecci n y control para evitar la introducci n de enfermedades de altoó ó  

riesgo y especies que constituyan plagas,  aislar su presencia en caso que 

stas ocurran, evitar su propagaci n y propender a su erradicaci n, puede,é ó ó  

adem s, determinar las patolog as que se clasifican como de alto riesgo y lasá í  

especies hidrobiol gicas que constituyan plagas,  y que los procedimientosó  

espec ficos  y  las  metodolog as  de  aplicaci n  de  las  medidas  ser ní í ó á  

establecidas  mediante  programas  generales  y  espec ficos  dictados  porí  

resoluci n  del  Servicio,  prescribiendo,  en  su  inciso  final,  que  ó El“  

incumplimiento de cualquiera de las medidas establecidas en el reglamento,  

ser  sancionado  conforme  a  las  normas  del  t tulo  IX.  á í ” Entonces,  las 

medidas de protecci n de los recursos hidrobiol gicos pueden establecerseó ó  

en cuerpos sistematizados o en programas sanitarios dictados por resoluci nó  

de SERNAPESCA, de conformidad con dichos reglamentos, y el art culo 86í  

trata  de  aquellas  destinadas  a  evitar  patolog as  o  enfermedades  de  altoí  

riesgo para dicho tipo de especies, como tambi n eventuales plagas;é

4  Que  no  existe  discusi n  que  la  recurrente  es  titular  de  una° ó  

concesi n  de  acuicultura,  conforme  a  la  cual  realiza  una  actividadó  

econ mica, debiendo entenderse por tal, cualquier tipo de tarea o procesoó  

que se realiza con el  fin de producir,  distribuir o intercambiar  bienes y 

servicios para satisfacer las necesidades y deseos de las personas, e incluye 

todas las acciones y operaciones que se deben llevar a cabo para generar 

ingresos, crear valor y producir riqueza, que, conforme a lo se alado, debenñ  
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cumplir  las  normas  legales  y  reglamentarias  dictadas  por  la  autoridad 

sectorial; y si se le notific  que el centro de cultivo estaba en categor a deó í  

sospechoso a Virus  ISA, que no solo  afecta  la  actividad econ mica queó  

ejerce provocando una disminuci n de los ingresos de dicho orden, puesó  

tambi n  pod a  generar  un  da o  de  tipo  ambiental  o  sanitario,  paraé í ñ  

superarlo  correspond a  que  cumpliera  lo  dispuesto  por  la  autoridadí  

respectiva,  concretamente,  contratar  a  una  certificadora  de  la  condici nó  

sanitaria  del  contenido  de  todas  las  jaulas  emplazadas  en  el  centro  de 

cultivo,  resultando  insuficiente  para  entender  agotada  su  responsabilidad 

solo  aquello,  dado  los  amplios  efectos  que  se  pod an  generar;  entonces,í  

debi  supervigilar el trabajo como principal obligada, esto es, velar por queó  

la  inspecci n  sanitaria  se  aplicara  efectivamente  a  todas  las  jaulas,ó  

representando el incumplimiento tanto al profesional que la practic  comoó  

al funcionario competente, hecho que no se tuvo por acreditado;

5  Que, en esas condiciones, se debe concluir que la magistratura del°  

fondo  aplic  correctamente  las  normas  legales  aplicables  a  la  cuesti nó ó  

controvertida y no incurri  en los errores de derecho que se acusan en eló  

recurso al sancionar a CERMAQ Chile S.A. al pago de una multa como 

autor de la infracci n a la Ley General de Pesca y Acuicultura.ó

Por estas consideraciones y de conformidad, adem s, con lo dispuestoá  

en  los  art culos  764 y siguientes  del  C digo de Procedimiento Civil,  í ó se 

rechaza  el  recurso de  casaci n  en el  fondo deducido en contra  de laó  

sentencia de once de mayo de dos mil veintitr s, dictada por la Corte deé  

Apelaciones de Coyhaique.

Reg strese y devu lvanse.í é

Redact  la ministra Gloria Ana Chevesich Ruiz.ó

Rol N  106.778-23°

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los 

Ministros  se oras  Glor a Ana Chevesich R.,  Andrea Mu oz S.,  Ministroñ í ñ  

Suplente se or Jorge Zepeda A., y las abogadas integrantes se oras Leonorñ ñ  

Etcheberry C., y Fabiola Lathrop G. No firma el ministro suplente se orñ  

Zepeda, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, 

por haber terminado su periodo de suplencia. Santiago, cuatro de octubre 

de dos mil veinticuatro. 
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En Santiago, a cuatro de octubre de dos mil veinticuatro, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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